Comisión de Hacienda 
Carpetas Nos. 2426 de 2002, 2980 de Versión Taquigráfica N* 43 de 2005 
2003, 4041 de 2004 y 63 de 2005 


COBRO DE LA CONTRIBUCIÓN INMOBILIARIA 


SOCIEDADES COOPERATIVAS CONSTITUIDAS CONFORME 
A LAS 
LEYES Nos. 10.761 y 13.988 


TRIBUTO DE CONTRIBUCIÓN INMOBILIARIA RURAL 


IMPORTACIÓN DE DETERMINADOS BIENES MUEBLES 
USADOS 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 20 de abril de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Alfredo Asti. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Amorín, Eduardo Brenta, Roberto Conde, Jorge Gandini, 
Carlos González Alvarez, Gonzalo Mujica, Iván Posada y Héctor Tajam. 


ASISTE: Señor Representante Jaime Mario Trobo. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Industria, Energía y Minería, señores Ministro Jorge Lepra; 
Subsecretario, ingeniero Martín Ponce de León y Miguel Mariatti, Director Nacional de 
Industrias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Antes de entrar al orden del día debemos considerar el archivo de la Carpeta 2426/2002, Cobro de la 
Contribución Inmobiliaria, por el que se dispone su suspensión para los propietarios de única vivienda que se 
encuentren desocupados, por carecer el Parlamento de facultades para tratarlo, ya que el artículo 297 de la 
Constitución de la República establece un recurso que es exclusivo de las Intendencias por lo que el 
Parlamento Nacional no tiene competencia al respecto. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


También debemos considerar el archivo de la Carpeta N* 4041/2004 -Sociedades Cooperativas constituidas 
conforme a las leyes N* 10.761 y N* 13.988-, relativa a la autorización de la constitución de fondos de 
refinanciación destinados a la cancelación de obligaciones que ocasionen retenciones sobre salarios o 
pasividades de personas físicas. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se entra al orden del día con la consideración del asunto que figura en primer lugar: Tributo de Contribución 
Inmobiliaria Rural. Se reimplanta para aquellos padrones sobre los cuales tengan asiento los embalses y lagos 
artificiales de las represas hidroeléctricas. 


En la reunión anterior expresé mi idea de redactar un nuevo proyecto. Tengo en mi poder un borrador con la 
exposición de motivos, que voy a repartir. 


Básicamente, en este proyecto de ley se deroga el Decreto Ley_N* 14.811, cesando a partir del 1” de enero de 
2006 la exoneración de tributos dispuesta por la norma derogada y aplicándose a partir de esa fecha el 
impuesto de contribución inmobiliaria de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 297 de la Constitución de 
la República. 


La novedad es el artículo 2”. El otro proyecto encomendaba al Poder Ejecutivo, en un plazo de noventa días, 
el estudio del embalse de Salto Grande con respecto a las Intendencias de Paysandú y Salto -ya que lo regula 
la Comisión Técnico-Mixta de Salto Grande- y a las exoneraciones que tiene como obra binacional. 


La sugerencia que planteamos en este proyecto de ley es que se cree una contribución especial para dar un 
tratamiento igual al que van a tener las otras Intendencias a partir de la derogación de este decreto, recibiendo 
lo que hubiera correspondido por contribución inmobiliaria. ¿Por qué se menciona a UTE y no a la Comisión 
Técnico Mixta de Salto Grande directamente? Por la sencilla razón de que UTE es la que mantiene deudas en 
este momento con las Intendencia y desde el punto de vista financiero ello no le implica nada porque se trata 
de una afectación contable. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Me parece que tendría que corresponder al Estado, porque los 
ingresos de Salto Grande van al Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El nombre de la ley que creó Salto Grande dice "Administración de Usinas y 
Teléfonos del Estado". Sé que desde el punto de vista legislativo esta no es la mejor solución, pero a mi 
entender en este momento es la única práctica que puede compensar a las Intendencias por algo que 
han reclamado durante mucho tiempo. De todas maneras, estamos abiertos a la búsqueda de otras 
soluciones que sean prácticas. Encomendar la solución al Poder Ejecutivo nos parecía cosa poco 
práctica. 


En la exposición de motivos se establece que las empresas públicas han sido cargadas con algunos tributos 
como, por ejemplo, el impuesto a la venta de moneda extranjera y un mayor aporte al Banco de Previsión 
Social. En ese sentido, creo que en algún momento deberíamos sincerarnos en cuanto a si queremos que 
realmente las tarifas reflejen el valor que tienen. La tarifa que cobra la Comisión Técnica Mixta de Salto 
Grande a UTE está subvencionada en el valor de la Contribución Inmobiliaria. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Como casi todas las Intendencias le deben a UTE y para que nadie 
pague nada y todo quede como está, esta solución puede parecer sensata. Es una solución para este 


momento, pero no parece racional que hagamos una ley que establezca que el que se haga cargo sea 
UTE porque las Intendencias le deben a UTE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Decimos que es UTE porque es el beneficiario directo de generación por 
parte de la Central de Salto Grande. Por ello se paga un precio que, de alguna manera, está 
subvencionado porque el organismo internacional que le vende la energía no paga la Contribución 
Inmobiliaria. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Entiendo que estamos ocultando subvenciones y estableciendo otras, y 
aunque estoy dispuesto a analizarlo, en principio no me entusiasma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Han llegado el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, el señor 
Subsecretario y el señor Director General de Industria, por lo que suspendemos la consideración de 
este asunto a fin de recibirlos. 


(Ingresa a Sala el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, el señor Subsecretario y el Director General 
de Industria) 


Damos la bienvenida al señor Ministro de Industria, Energía y Minería, Jorge Lepra, al señor 
Subsecretario, ingeniero Martín Ponce de León -un viejo conocido de esta Casa- y al Director General 
de Industria, Miguel Mariatti. 


Es un gusto recibirlos por primera vez en esta Comisión -sabemos que ya han estado de visita por este sector 
del Palacio- y que hayan contestado tan rápidamente a nuestros requerimientos. 


Creemos que el Ministerio tiene una incidencia directa en el tema que nos convoca. Por lo tanto, antes de 
continuar con su análisis queríamos escuchar su opinión. Como saben, este proyecto de ley fue votado en la 
Legislatura pasada por ambas Cámaras y luego vetado por el Poder Ejecutivo. Como el veto recayó en una 
fecha muy especial, a fines de 2004, y, por lo tanto, no fue levantado, se ha vuelto a presentar la iniciativa en 
esta oportunidad. 


Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- La verdad es que es un gusto estar 
conociendo en estos días las distintas Comisiones del Parlamento y a sus integrantes, para empezar a 
trabajar en forma conjunta. 


Si fuera por nosotros, el tratamiento de este tema duraría dos minutos, porque aquellos que venimos de la 
actividad privada, como el señor Mariatti y yo, desde hace mucho tiempo tenemos una posición tomada en 
esto, y es de total respaldo a esta iniciativa. Parece mentira que no se haya podido implementar antes una ley 
en este sentido. Nosotros apoyamos totalmente la ley que se consagró y que luego fue vetada. No hay casi 
nada para agregar, porque esto es muy claro, como surge de la exposición de motivos y de toda la 
fundamentación que se ha hecho en ese sentido. 


Tal vez el señor Subsecretario o el Director General de Industria puedan aportar algo más. 
SEÑOR SUBSECRETARIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERIA.- En realidad, en las versiones 


taquigráficas de esta Comisión figura nuestra posición sobre este tema y, obviamente, la mantenemos 
desde los dos lados del mostrador. 


(Diálogos) 


De lo que no tengo duda es de que fuimos votantes del proyecto; no recuerdo si lo habíamos 
firmado. Estamos totalmente de acuerdo con él, máxime teniendo en cuenta que lo estuve leyendo y no 
encontré ningún cambio significativo. De todos modos, estamos a disposición para eventuales 
preguntas. 


SEÑOR MARIATTI.- Tengo solamente una pequeña duda. Quizás ustedes estén más al tanto que yo, 
que soy nuevo. En el literal C) del artículo 2” se dice: "Cabinas para vehículos comprendidos en las 
actuales partidas 8704.22, 8704.23 y 8704.32 de la Nomenclatura Arancelaria de Bruselas". Creo que 
eso se sustituye por lo que nosotros denominamos Sistema Armonizado 2000 o SH2000. Esto tendría 
que consultarlo con el personal que está a cargo de la parte de negociación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenía interés en hacer algunas preguntas a los invitados. 


Luego de leer el trámite parlamentario y teniendo en cuenta la apreciación que hace el señor Director General 
de Industria, cabe señalar que las únicas observaciones que se planteaban eran precisamente sobre la 
descripción de algunos de los bienes objeto de la prohibición. Un legislador planteaba alguna duda o 
disconformidad con la nómina, pero se dejó de lado para evitar el rechazo, teniendo en cuenta que había una 
posición ampliamente mayoritaria. Entonces, creo que este puede ser un buen momento para analizar 
aquellas observaciones de redacción que surgieron en el trámite parlamentario. 


Yo quería ir un poco más al fondo del tema, porque las circunstancias han cambiado con respecto a la 
posición que puede tener el Poder Ejecutivo de mantener esta prohibición, sin tener que recurrir a la ley para 
hacerlo. Aclaro que esto es algo que me planteo; no lo estoy afirmando. A mi entender, hay tres formas de 
abordar este tema: una es aprobar este proyecto tal como se hizo en el período pasado; otra, la internalización 
de las normas del Protocolo Automotriz del MERCOSUR -en el que se establece esta norma, con la salvedad 
de que ningún otro país lo ha hecho todavía- y, por último, se puede continuar con las prórrogas de esta 
prohibición por decreto por más tiempo del que se venía haciendo, siempre y cuando esa sea la voluntad del 
Poder Ejecutivo. 


Una vez que conozcamos la posición de todo el Poder Ejecutivo -esta es la primera instancia de consulta con 
uno de los Ministros involucrados en el tema-, y si esta supone mantener la prohibición, mi duda es si resulta 
necesario contar con una ley, que siempre nos ata las manos en las negociaciones a nivel del MERCOSUR e, 
inclusive, con la Organización Mundial del Comercio, que tiene alguna limitación con respecto a este tipo de 
resoluciones por la vía legal nacional. Por lo tanto, no es una posición contraria ni mucho menos; 
simplemente es un signo de interrogación, partiendo de la base de que en su momento -así lo indica el trámite 
parlamentario, incluyendo el propio veto- había diferencias entre lo que opinaba el Poder Legislativo y el 
Poder Ejecutivo. No hemos auscultado la opinión de los demás integrantes del Poder Ejecutivo y no sabemos 
si hoy se ha conversado sobre este tema. Con la misma claridad con que el señor Ministro y el señor 
Subsecretario mantienen que la prohibición sigue siendo absolutamente válida y necesaria, sería conveniente 
saber si es necesario utilizar la vía legal o si podría ser por vía reglamentaria. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Quiero hacer un par de 
reflexiones. 


En primer lugar, debo decir que la ley habilitante de la suspensión solo posibilita suspender por seis meses. 
Por lo tanto, cada seis meses, todos -ustedes y nosotros-, volvemos a tener los movimientos y las 
incertidumbres que genera una situación que inevitablemente pasa a ser de corto tiempo. Esto se viene 
arrastrando desde hace muchos años, y cada seis meses vuelve a estar la incertidumbre. Creo que es bueno 
que el país -con políticas que han mantenido los distintos Gobiernos- mantenga esta tesitura y que demos otra 
estabilidad. De esa manera, no volveríamos a tener la misma situación cada seis meses. 


Me parece prudente que se hable de cuatro años para no sentar un criterio general de teoría definitiva. 
Considero que en la situación actual del país deberíamos sacar por un tiempo este tema de arriba de la mesa, 
dando estabilidad a quien eventualmente esté pensando en invertir en el sector. 


En segundo término, la industria automotriz es importante para el país. La industria automotriz no es 
solamente un conjunto eventual de líneas de montaje. Detrás de las líneas de montaje -que, por cierto, 
requieren no solo de inversiones sino de capacitación y técnica; el país en su momento supo tener un cierto 
grado de desarrollo en esto— hay una cantidad de otras industrias colgadas, esto es, todo lo relativo al tema 
de las autopartes. 


Cuando se dice que Uruguay en esta cancha no puede jugar porque las armadoras de millones de vehículos 
que existen en la región se van a instalar en otros lados, nosotros decimos que en la industria automotriz hay 


toda una gama de producciones y de situaciones distintas, y perfectamente nuestro país puede aspirar -como 
lo ha hecho en el pasado y como lo puede hacer con más fuerza en el futuro- a tener una franja de esta 
industria. Naturalmente, aquí viene el tema las negociaciones. ¿Por qué vamos a estar nosotros importando 
sin que nos den, a su vez, capacidad para exportar? Hay acuerdos con el MERCOSUR, con el PEC y el 
CAUCE, que históricamente están relacionados con este tema. Inclusive, Uruguay no forma parte del actual 
acuerdo del MERCOSUR. 


Hace unos días hubo una interesantísima reunión de industriales de autopartes en la que participó muy 
activamente el Director General de Industria y donde surgió una declaración bien importante con respecto a 
los intereses del Uruguay. 


Por lo tanto, creo que, en ese marco, es muy sano quitar de arriba de la mesa que nuestro país puede ser una 
vía de entrada de equipamiento usado para sí y, luego, por ósmosis, para su entorno. Entonces, con esto 
despejaríamos el tema, daríamos estabilidad y tendríamos cuatro años por delante. Luego, el futuro dirá. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Evidentemente, esta ley refleja más o menos lo que ha sido la conducta 
de los últimos Gobiernos. Cada seis meses salía un decreto que prohibía la importación de bienes 
muebles usados, los mismos que se detallan aquí. Esto no significaría otra innovación que cambiar del 
decreto a la ley y darle continuidad. Está claro que, en la medida en que los representantes del Poder 
Ejecutivo piensan que la política futura va a ser esta y que no necesitan ningún arma a los efectos de 
negociar en el MERCOSUR, dicen: "Miren que nosotros estamos trabajando para que salga una ley; 
déjennos de alguna manera impulsar este tema"; si eso no es necesario para nada, si alguna ley que los 
ata por cuatro años no les molesta y, por el contrario, la consideran positiva, la situación es bastante 
clara. 


Esta ha sido la política de los últimos Gobiernos; se hacía por decreto. Si a este Gobierno le sirve que haya 
una ley que por cuatro años le fije la conducta y entiende que eso no va en contra de las negociaciones que 
pueda hacer en el MERCOSUR o afuera, nosotros no tendríamos ningún inconveniente. 


SEÑOR MARIATTI.- Quiero hablar de un tema nuevo, que refiere al acuerdo con México, en el que la 
parte automotriz tiene un capítulo muy interesante. Como ustedes saben, la industria automotriz 
trabaja en paralelo dentro del MERCOSUR por lo complicada que es. El acuerdo con México brinda 
ventajas a Uruguay sobre Brasil y Argentina. Inclusive, hay inversores de estos países con mucho 
interés por invertir en nuestro país a fin de obtener cupos con el acuerdo con México. Esto aclara la 
situación, y volver atrás sería entreverar esa negociación, en la que ya hemos avanzado un 50% o un 
60%. 


Por otra parte, en la industria nacional ya hay proyectos. Uno refiere al armado de camiones de marca Aeolus 
y Renault; hay negociaciones importantes con Aeolus para realizar exportaciones en el mercado local -donde 
se está vendiendo muy bien- y con Renault. Existe una planta de ensamblado que está trabajando para 
exportar a Chile. 


El tercer negocio que está encaminado y donde las perspectivas son muy buenas es con MAHINDRA. 
Estamos esperando una homologación desde Brasil y Argentina para poder exportar un modelo 4x4 muy 
económico para el trabajo de campo en esos países. Se está esperando la homologación del modelo para 
negociar con las cadenas de distribución de Argentina y de Brasil. Como decía el señor Subsecretario, 
estamos trabajando muy fuerte en la industria automotriz, porque notamos que es una de las alternativas para 
tener un foco industrial donde apoyarnos en el crecimiento de la industria nacional. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Quiero destacar fundamentalmente 
el hecho de que exista previsibilidad. 


SEÑOR TROBO.- Con respecto a la industria automotriz, quiero señalar lo siguiente. En el día de ayer 
me enteré que en una de las plantas ensambladoras que habitualmente se utilizó para producir 
vehículos en Uruguay se están haciendo proyectos de blindaje de vehículos. Ese es uno de los típicos 
mercados nicho, muy reducido, muy limitado. 


(Diálogos) 


Se está llevando a cabo en la ex planta de Peugeot. También Citróen está trabajando en un 
proyecto. 


En cuanto a la complementación nacional de vehículos armados en origen -por ejemplo, en Europa-, como el 
trabajo de blindado es tan especializado y requiere de una cantidad de materiales que se pueden conseguir en 
plaza, puede llegar a significar un complemento para lograr un vehículo con porcentajes de MERCOSUR 
suficientes como para reexportar desde Uruguay, con una ventaja notoria, ese tipo de vehículos hacia el 
MERCOSUR. 


Además, se está desarrollando algo que seguramente quienes estén vinculados a la industria automotriz 
conocerán. La verdad, hasta ayer no tenía idea de que ese tipo de blindaje de automóviles se hiciera fuera de 
las casas matrices y bajo la modalidad de destajo o "a facon". Asimismo, me comentaron que en este tipo de 
tareas están trabajando alrededor de ochenta personas, lo que es un dato más que interesante. 


SEÑOR MARIATTI.- El tema que acaba de señalar el señor Diputado Trobo es muy importante, 
porque los blindados son una oportunidad muy interesante en la industria automotriz uruguaya. 


Como se sabe, hay tres marcas que venden automóviles blindados: Mercedes Benz, Volvo y BMW; el resto 
de las marcas tienen que tercerizar, pero no la marca, es decir, el comprador asume la responsabilidad de 
blindar el auto. Volvo, Mercedes Benz y BMW son marcas de mucha significación como para andar en la 
calle sin asumir el riesgo de seguridad. 


Actualmente, en Venezuela, México y Brasil -estamos hablando de mercados que no son el uruguayo- hay 
una tendencia a salir de esas marcas, que son un llamador de atención, y blindar otras, que serían segundas 
marcas, como podrían ser las japonesas o las francesas. Esas marcas no venden automóviles de línea 
blindados en sus terminales, por lo que lo tiene que mandar blindar a un tercero, que no da la garantía de la 
marca y dicha garantía tiene que buscarla con el taller que hace el blindaje. 


El proyecto en Uruguay -que es lo distintivo y muy interesante- es que tanto Peugeot como Citroén tienen el 
proyecto para homologar, pero partiendo de la marca del blindaje de ese automóvil, y eso se haría en 
Uruguay. Se trabajará sobre el modelo C5 y creo que con el 407, que es el modelo nuevo de Peugeot. Estos 
automóviles blindados se podrán comprar en los concesionarios Peugeot, con la garantía de Peugeot. Para tal 
motivo, vendrán los ingenieros de una empresa alemana, quienes darán la validación correspondiente; la 
semana que viene vendrán a hacer las primeras pruebas. 


Se trata de un nicho de mercado interesante porque el mercado de Brasil, Venezuela y México está 
explotando en cuanto a automóviles blindados. 


SEÑOR TROBO.- No soy miembro de esta Comisión y simplemente he asistido a esta reunión porque 
tengo especial interés en este tema. A su vez, trasmití alguna idea del señor Diputado Cardoso sobre 
este tema, quien no ha podido concurrir en esta oportunidad. 


Por lo tanto, pido disculpas por plantear dos inquietudes que tienen que ver con el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería que, por lo menos, me interesan desde el punto de vista parlamentario, que quizás esta 
Comisión no los haya tenido en cuenta, porque no son de su especialidad. No obstante, creo que es una buena 
oportunidad para consultar al señor Ministro y, sobre todo, al Subsecretario, porque estuvimos trabajando 
sobre el particular en la Legislatura pasada. 


En primer lugar, bajo el impulso de la Comisión de Industria, Energía y Minería se organizó un trabajo 
conjunto con las distintas reparticiones del Estado que tienen a su cargo el control de la importación de 
alimentos. Esto resultó como consecuencia de una preocupación que la Cámara de la Industria Alimentaria 
nos había planteado en el sentido de que, curiosamente, como a veces ocurre en nuestro país, las regulaciones 
están más dirigidas a quienes producen acá que a los que producen en el exterior. De hecho, con la mera 
denuncia de importación, los productos ingresaban a la plaza y se podían vender, sin tener que esperar el 
proceso de certificación del LATU, etcétera. Sin embargo, la producción nacional, sobre todo en el rubro 


alimentario, tenía que pasar por todo el calvario de los controles, previamente a comercializarse la 
producción en plaza, con lo que, de hecho, era más conveniente importar un producto alimentario que 
producirlo acá, por lo menos en cuanto a las exigencias previas de su venta en plaza. 


A raíz de esta situación, identificamos una serie de incoherencias en la gestión pública y la Dirección de 
Industria se encargó de convocar a algunas reuniones -que se hicieron durante un buen tiempo- para formular 
un decreto vinculado con la importación de alimentos, que pusiera en igualdad de condiciones al productor 
nacional con el importador. 


Sabemos que se avanzó bastante en ese proyecto de decreto, pero al final de la Administración pasada todavía 
no se había aprobado y sería una pena tirar por la borda todo aquel trabajo, por lo menos de contacto, de 
coordinación entre las organizaciones públicas. 


Pregunto si se está trabajando en este sentido, es decir, si el decreto está pronto, si el Gobierno ha resuelto 
llevarlo adelante o lo dejará de lado. 


En segundo término, nos preocupa la reglamentación de la ley sobre parques industriales, aprobada en 2002. 
En este caso, también por la falta de coordinación entre el Gobierno Nacional y los departamentales hubo 
muchas dificultades para aprobar el decreto correspondiente. Creo que se había avanzado bastante en su 
redacción -tengo esa información- en el Congreso de Intendentes. Sería bueno saber en qué está eso, porque 
es un buen mecanismo de promoción para instalar o reinstalar nuevas industrias en aquellos departamentos 
que tengan interés de instalar un parque industrial, como es el caso de Montevideo -que no es el único- que 
ha sido pionero en crear una zona industrial que brinde a los empresarios una serie de servicios comunes que 
son muy importantes para instalar una empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás estemos invadiendo las competencias de otra Comisión; tenemos que 
ser muy cuidadosos de la distribución de funciones. Esta Comisión está reclamando a la de Industria, 
Energía y Minería considerar algunos temas que nos corresponden. 


No obstante, dada la cordialidad que han demostrado los visitantes, queda en sus manos contestar las 
preguntas del señor Diputado Trobo. 


SEÑOR MARIATTI.- Con respecto a los alimentos, se está volviendo a trabajar sobre el tema, 
conjuntamente con el LATU. Es absolutamente lógica la preocupación de los industriales. Asimismo, el 
mismo problema lo tenemos planteado en el caso de los neumáticos, pero al revés. En ese caso, se está 
trabando sobre la importación y el recapado local, porque el 80% del transporte está trabajando con 
recapado nacional. En estos casos tampoco tenemos controles, es decir, es la misma raíz del problema 
que tenemos en el caso de los alimentos: uno se refiere a la alimentación y el otro al transporte. En 
ambos casos, las Comisiones están trabajando conjuntamente con la Cámara de Industrias. 


Con respecto a los parques industriales, la reglamentación está prácticamente pronta. El problema es que 
intervienen muchos organismos, ya sea nuestro Ministerio como el de Ganadería, Agricultura y Pesca y las 
Intendencias. Tenemos pronto el borrador, pero como están involucrados muchos organismos hay algún tema 
de "timing" que no se está cumpliendo. 


El señor Subsecretario tiene el borrador pronto y se lo ha estado pasando a todos los involucrados. Pienso que 
en treinta días debería estar pronta la reglamentación. Es decir, el borrador ya está aprobado, falta que se le 
dé el "OK" final y enviarlo hacia aquí. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Agradecemos a la Comisión por el 
espíritu de trabajar en forma conjunta. Asistiremos a este ámbito todas las veces que sean necesarias, y 
si no sabemos las respuestas contestaremos después, pero en principio trataremos de conocer sobre los 
temas que nos van a preguntar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda agradece la presencia del señor Ministro de 
Industria, Energía y Minería, del señor Subsecretario y del señor Director General de Industria. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, el señor Subsecretario y el señor 
Director General de Industria) 


Recién comentaba con algunos integrantes de la Comisión que habíamos solicitado una opinión al 
respecto del Ministerio de Economía y Finanzas que concurrirá el próximo día 27; de todas formas el 
trámite parlamentario no cambiará porque la próxima sesión ordinaria será en el mes de mayo. No 
olvidemos que el que emite el decreto es el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Si no recuerdo mal, momentos antes de que llegara el señor Ministro y sus asesores el señor Diputado Posada 
estaba planteando algunas objeciones al Tributo de Contribución Inmobiliaria Rural. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente quiero alertar a la Comisión, pues aquí, en este proyecto, se quiebra 
un principio de carácter general pues el interés general se sobrepone -en todo el término- al interés 
particular, en este caso el de las Intendencias. Este Decreto Ley que se intenta derogar es el artículo 30 
del Texto Ordenado en el que se establecen las normas tributarias de competencia de la Dirección 
General Impositiva. Entre otras cosas, hay una innovación en algo que hasta ahora había sido 
aceptado como un principio establecido en el propio Código Civil, pues este Decreto Ley_N” 14.811, que 
se intenta derogar, hace mención al artículo 478 del Código Civil, que define los bienes nacionales de 
uso público y habla de las calles, plazas y caminos públicos, los puertos, los ríos, arroyos, etcétera. 


Digo más: si leemos la norma que tiene que ver con el agua, que se incorporó a la Constitución de la 
República, veremos que en el numeral 2) se establece: "Las aguas superficiales, así como las subterráneas, 
con excepción de las pluviales, integradas en el ciclo hidrológico, constituyen un recurso unitario, 
subordinado al interés general, que forma parte del dominio público estatal, como dominio público 
hidráulico". Esto, que es una mala copia de la ley española de aguas -que estableció algunas excepciones que 
no debió haber hecho; las aguas pluviales forman parte del ciclo hidrológico- y que nos merece algunos 
comentarios, se incorporó a la Constitución y, a mi juicio, también entra en colisión con lo que se pretende. 


Además, el artículo 38 -Título 3- que habla de las exoneraciones genéricas en favor de bienes, personas, 
instituciones de derecho público, lo hace con carácter específico para la UTE. Allí se establece: "La 
Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas queda exonerada del pago de toda clase de 
impuestos, tasas y contribuciones, nacionales o municipales, creados o por crearse, salvo los que graven a las 
importaciones". 


Por lo tanto, si fuera a ser una norma de estas características, también habría que levantar esa exoneración de 
carácter especial que tiene UTE. 


Sinceramente, creo que este es un asunto sobre el que deberían recabarse otras opiniones, entre ellas, la del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Reitero que a mi juicio esto quiebra un principio de carácter general, por 
lo que me parece absolutamente desaconsejable aprobar una norma en este sentido. 


SEÑOR MUJICA.- No comparto la interpretación del señor Diputado. 


El proyecto de ley que estamos considerando deroga un Decreto-Ley, que lo que hace es declarar con carácter 
de interpretación auténtica el artículo 478 del Código Civil, relativo a los ríos y arroyos navegables, etcétera. 
Por lo tanto, lo que estaríamos derogando sería esta interpretación que hacía el Decreto-Ley N* 14.811. No 
percibo una colisión con el conjunto de leyes que menciona el señor Diputado Posada. 


SEÑOR POSADA.- Es una interpretación. En la última parte de mi intervención hacía referencia a 
otro artículo, concretamente, al artículo 17 del Decreto-Ley_N” 15.031, de 4 de julio de 1980, en el que 
se establece la exoneración a UTE. 


Esta norma, que de alguna manera se quiere aprobar, entra en colisión directa con este artículo 38, que es otra 
norma, otro Decreto-Ley. 


Entonces, me parece que este tema no es menor sino realmente importante, que está tocando otra serie de 
cosas que se han establecido con carácter de principio general, en el que ha primado siempre el interés 


general sobre el interés particular, en este caso de las Intendencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quiero aclarar que nadie -al menos yo- ha planteado que 
este fuera un tema menor; al contrario, creemos que es algo de fondo -por eso le estamos dando cierta 
prioridad- que tiene que ver con la distribución de las cargas que todos los habitantes de la República 
tienen, incluidos los contribuyentes de los departamentos afectados por este asunto. 


En segundo término, las referencias que hace el señor Diputado Posada respecto al Decreto Ley N” 15.031, 
en la práctica no sé si se mantiene vigente pues, obviamente, UTE es sujeto pasivo de todos los demás 
tributos municipales, del IVA y de otros tributos. Creo que todas las autoridades de UTE -las actuales y las 
anteriores- estuvieron omisas al no reclamar esa exoneración. 


SEÑOR POSADA.- Evidentemente, una ley deroga a otra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto. Entonces, si en este momento definimos que la UTE es sujeto 
pasivo, no estamos violando ningún derecho fundamental del ente público sino, simplemente, 
atribuyéndole una carga como la que mencionábamos anteriormente, al gravarlo con el Impuesto a la 
Renta Extranjera. De manera que estamos restituyendo -creo que esta fue la voluntad manifestada por 
los legisladores de los departamentos afectados- el derecho a percibir la Contribución Inmobiliaria 
Rural que el primer inciso del artículo 297 le concede a las Intendencias Municipales sobre todos los 
inmuebles que están en su territorio. 


Me parece que esto no es un tema menor, pero tampoco está en juego la seguridad jurídica de una empresa 
pública, porque en diversas instancias presupuestales, y a través de distintas normas tributarias, se ha gravado 
a entes públicos de acuerdo con su actividad. En este caso, podrá discutirse si corresponde el tributo sobre un 
bien que no es propio; estoy totalmente de acuerdo en que la solución que se plantea en esta redacción es sui 
géneris y estamos abiertos a encontrar otra que iguale las situaciones de las Intendencias afectadas por los 
embalses. No tendría sentido reconocerle el derecho al cobro a algunas Intendencias porque la propiedad es 
de UTE y a otras no porque es de la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande. 


En este caso, desde el punto de vista de los ingresos de la Intendencia las situaciones son similares aunque el 
propietario de los inmuebles sea distinto. 


Si hay acuerdo entre los miembros de la Comisión, continuaríamos considerando este punto en una próxima 
sesión. 


(Apoyados) 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Realmente, me parece que el artículo 2 no introduce la mejor solución; 
creo que habría que trabajar durante esta semana para lograr una alternativa sobre el particular. 


SEÑOR GANDINL.- Ya que tendremos unos días más para el estudio de este tema, quisiera plantear 
una inquietud en el sentido de si es posible modificar la fecha de entrada en vigencia de la derogación 
de la exoneración y hacerla retroactiva, para que se acorte esa deuda tan abultada, y tan diferente en 
cuanto a los volúmenes, que tienen las Intendencias con la UTE. Además, hay que tener en cuenta que 
una exoneración de pago de la Contribución Inmobiliaria puede tener un plazo razonablemente largo, 
pero nunca de veintisiete años, como el que se tiene. La exoneración que la ley ha dado a otros 
emprendimientos ha sido de diez años. Entonces, uno podría tomar a 1988 como año en el que 
empezaría a regir la exoneración dejando, por supuesto, la posibilidad de compensar las deudas 
generadas desde ambas partes. De esa forma, se achicaría un poco la diferencia contable que, en 
términos reales, diría que es impagable. Claro que esto no ocurre en todas las Intendencias, pero sí en 
aquellas que tienen la virtud geográfica de contar con un río en el cual se construyó un embalse. 


Dejo planteada esta inquietud para que sea analizada por los integrantes de la Comisión cuando se tomen 
decisiones en una próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente, como redactor de este borrador de proyecto, aclaro que fijé 
expresamente el año 2006, ya que como la Contribución Inmobiliaria es un tributo de carácter anual, 
el hecho generador se produce el 1” de enero de cada año. Por lo tanto, a mi entender debemos respetar 
la situación legal existente al 1” de enero de 2005. Como en ese momento regía la exoneración, a mi 
entender esta no debe ser retroactiva, sino desde 2006 en adelante. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, estos son aspectos para discutir en la Comisión cuando 
decidamos definitivamente sobre el punto. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


